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INASISTENCIA ALIMENTARIA / REQUISITOS PARA SU TIPIFICACIÓN / NO SE DEMOSTRÓ CAPACIDAD ECONÓMICA DEL PROCESADO / En suma, se puede concluir para que se configure el delito de inasistencia alimentaria es necesario que se cumplan con los siguientes requisitos fundamentales: 1. Estado de necesidad del alimentario. 2. Capacidad económica del alimentante. 3. Vínculo jurídico entre el alimentante y el alimentario, tales como relaciones de consanguinidad, conyugales, parentesco, etc… 4. El incumplimiento injustificado por parte del alimentante de sus obligaciones alimentarias.
(…)

La Fiscalía no acreditó que el enjuiciado tuviera un empleo fijo o establece, tampoco probó a cuánto ascienden los ingresos devengados mensualmente por él, situación que tampoco se demostró por parte de la defensa, que solo comunicó que JCRO los últimos años ha venido dedicado al cuidado de su madre y a la atención permanente y constante de esta, dada su avanzada edad y delicado estado de salud, y que unas parientes residentes en el extranjero eran las encargadas de enviarle periódicamente dineros para sufragar tales gastos.

(…)

Y si a ello le adicionamos que el señor RODRÍGUEZ OLAYA prácticamente es un desempleado y que en los últimos años devenga su sustento y el de su madre de los dineros que le envían sus hermanas, en el último año una sola de ellas, quienes viven fuera del país, y que tal suma asciende a $600.000 mensuales, según sus propios dichos y los de la señora MELVA OLAYA JIMÉNEZ, tal situación nos estaría indicando que existen plausibles razones que justifican el por qué el Procesado haya podido incumplir con sus obligaciones alimentarias para con su hija, si se tiene en cuenta que la obligación que tiene el alimentante para proveer alimentos tiene como límite el consistente en que al cumplir con dicho compromiso no puede quedar expuesto a la indigencia, lo que le podría suceder al Procesado en caso de compartir con su hija, acorde con sus pretensiones económicas, los escasos dineros que otras personas le envían desde el extranjero, los cuales tienen por finalidad la manutención de su anciana madre.

DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL SOBRE OBLIGACIÓN ALIMENTARIA DESPUÉS DE QUE HIJA CUMPLIÓ 18 AÑOS DE EDAD / ERROR DE PROHIBICIÓN / SE CONFIGURA / REVOCA ABSUELVE / De tal manera, se puede decir que la decisión del Procesado de no suministrarle más dinero a la denunciante a partir del momento en el que ella adquirió la mayoría de edad, lo hizo bajo la idea de que al haber cumplido la quejosa los 18 años de edad, él ya no estaba obligado a darle más dinero por concepto de cuota alimentaria, independientemente de si estaba o no estudiando, se encuentra bajo el amparo de la causal de exclusión de la responsabilidad criminal del error de prohibición consagrada en el # 11º del articulo 32 C.P. la cual justificaría el proceder omisivo del Procesado, quien, como consecuencia del desconocimiento que tenia de los lineamientos jurisprudenciales que prorrogaban hasta los 25 años de edad el deber que le asistía a los padres de suministrarle alimentos a los hijos que estén cursando estudios formales u universitarios, erradamente creyó que tal obligación había fenecido, tal como lo ordena la ley, o sea a partir del momento en el que el alimentario asume la mayoría de edad.
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Delito: Inasistencia Alimentaria
Radicación: 66170 60 00 091 2014 01236 01
Procede: Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas 
Asunto: Inasistencia Alimentaria
Decisión: Revoca fallo opugnado
V I S T O S:

Procede la Colegiatura a resolver el recurso de apelación interpuesto por el Defensor del Procesado JCRO, en contra de la sentencia adiada el 19 de abril de 2018, proferida por el Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de conocimiento, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del aludido procesado por incurrir en la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria.
A N T E C E D E N T E S:

De acuerdo a lo plasmado en el escrito de acusación, se tiene que el cuatro (4) de agosto de 2014 la joven TATIANA RODRÍGUEZ CORREA interpuso denuncia penal en contra del señor JCRO, quien refirió es su padre. La denunciante, quien para ese entonces tenía 19 años de edad, manifestó en la denuncia y reafirmó lo dicho en entrevista del veinte de marzo de 2015, ante el Ente Acusador, que desde que cumplió su mayoría de edad, el señor JCRO dejó de ayudarle económicamente a pesar de que ella había empezado a estudiar en el programa de Licenciatura en Etnoeducación y Desarrollo Comunitario de la Universidad Tecnológica de Pereira. Indicó que existía una conciliación del año 2006 más o menos, en donde se fijó como cuota alimentaría la suma de $120.000,oo obligación que el procesado cumplió de manera constante pero no completa, ya que nunca entregaba el total de la suma establecida, hasta que cuando, como se hizo alusión anteriormente, ella cumplió la mayoría de edad y él no volvió a darle nada. Posteriormente en las calendas del trece de agosto de 2013 medió una conciliación de fijación de cuota alimentaria que fuera realizada ante la Defensoría de Familia de Dosquebradas Risaralda, diligencia en la que no existió acuerdo conciliatorio. Señala la víctima que en la actualidad continúa estudiando.
L A   A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L:
1) En audiencia preliminar adiada el 15 de julio de 2015, al entonces indiciado JCRO se le imputaron cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de Inasistencia Alimentaria, sin que los aceptara.

2) La Fiscalía General de la Nación (FGN), presentó escrito de acusación el 30 de octubre de 2015 en contra de JCRO, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, en donde se realizó la misma el 30 de octubre de 2015; se programó audiencia preparatoria para el día 15 de diciembre de ese año. Posteriormente, y después de aplazamiento, el 19 de enero de 2016, se instaló audiencia preparatoria en donde tuvo lugar el descubrimiento de los elementos materiales probatorios, además la señora Jueza decretó la práctica de todas las pruebas solicitadas por la Fiscalía y la Defensa. 
3)  Después de varios aplazamientos, la audiencia de juicio oral se instaló el 05 de marzo de 2018, donde se realizó el debate probatorio de los testigos de la Fiscalía, en este acto, el apoderado del procesado solicitó aplazamiento del juicio para traer a sus testigos, a lo cual, se accedió y se fijó como nueva fecha y hora para continuar el juicio oral el 16 de marzo de 2018 a las 08:30 a.m.
5) De acuerdo a lo anterior, en la fecha y hora señaladas se realizó la continuación de la audiencia de juicio oral en donde el apoderado del aquí encartado, presentó sus testigos y acto seguido y culminado el debate probatorio, se dio paso a los alegatos de conclusión y las respectivas replicas, fue anunciado el sentido del fallo el que resultó ser de carácter condenatorio.
7) La lectura de la sentencia se llevó acabo el 19 de abril de 2018, en contra de lo decidido la Defensa interpuso recurso de apelación, el cual fue sustentando de manera escrita.  
L A    S E N T E N C I A   O P U G N A D A:

El proveído judicial objeto del recurso de apelación, es la sentencia adiada el 19 de abril de 2018 proferida por el Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, en virtud de la cual se determinó que el señor JCRO era culpable de haber incurrido en el delito de inasistencia alimentaria del que fuera víctima la joven TATIANA RODRÍGUEZ CORREA quien es mayor de edad. Tal decisión básicamente estuvo basada en lo siguiente: 

· El procesado no ha tenido el ánimo de dar cumplimiento integral de la cuota alimentaria acordada en la conciliación realizada en el año 2006, muestra de ello es que de manera unilateral optó por no seguir cumpliendo con su obligación alimentaria después de que su hija cumplió la mayoría de edad, pese a encontrarse realizando estudios universitarios. 
· A pesar de lo que dijo el procesado y su apoderado judicial, que debido a los cuidados y quehaceres que debe realizar en el hogar de su madre, le es imposible desempeñarse en labores que generen algún tipo de remuneración económica y que por tanto le es imposible cumplir con la obligación alimentaria que tiene con su hija en la actualidad, tal cosa no se logró demostrar 
· No existen razones que justifiquen los incumplimientos alimentarios acá evidenciados, pues se sabe que el señor JCRO si bien es cierto tiene una obligación moral y legal de cuidar a su madre, tal situación no puede ser usada por él para desproteger los derechos que tiene su hija a recibir una cuota alimentaria que permita sufragar los gastos en que incurra con ocasión de sus estudios; en especial teniendo en cuenta que él no tiene ninguna limitación física o mental que le impida desempeñarse laboralmente. De tal suerte, y a pesar de la situación de su madre, el Procesado está en el deber de continuar con el cabal cumplimento de su obligación para con su hija. 

· Teniendo en cuenta que, como lo manifestó el señor JCRO, recibe ayudas económicas de sus hermanas en el exterior con el fin de suplir las necesidades del hogar que habita como los suyas propias, considera la falladora, que es de ese dinero que él debe disponer para dar la cuota alimentaria a su hija, tal como lo venía haciendo antes de que ella cumpliera la mayoría de edad. 
· El Procesado no se encuentra inmerso en ninguna causal exonerativa de responsabilidad o que justifique el incumplimiento de su obligación alimenticia para con Tatiana, y por el contrario lo que se logró evidenciar es que él se sustrajo voluntariamente de tal deber para con su hija. 

L A   A L Z A D A:
Inconforme con la decisión, el abogado defensor presentó escrito por medio del cual solicitó se vuelvan a escuchar los testimonios rendidos en el juicio oral, con los cuales se da cuenta de la situación que vive el señor JCRO, quien es una persona de 63 años de edad, que no cuenta con un empleo ni con ningún tipo de pensión o de ingreso económico propio que le permita cumplir con lo exigido por la denunciante; igualmente, solicita que se tengan en cuenta las circunstancias especiales en que él vive, en especial el hecho de que se encuentra al cuidado de su anciana madre, quien es una persona de la tercera edad que requiere atención permanente pues dadas sus condiciones de salud no se puede valer por sí misma y es el Procesado el único familiar que ella tiene para cuidarla, labor a la cual él se ha abocado incluso desde antes de que la denunciante cumpliera su mayoría de edad, por ende no puede pretender ahora la Juez de primer nivel que él la deje para salir a tratar de conseguir dinero para colaborarle económicamente a su hija.

Por otro lado, considera que no se puede dejar de lado que el señor JCRO cumplió con su obligación alimentaria, tal como la misma joven lo reconoció, hasta que Tatiana cumplió la mayoría de edad, y que solo se dio cuenta de que ella estaba estudiando un año y medio después de que eso pasó. 
Con base en todo lo anterior, solicitó el apelante que se revoque la sentencia condenatoria y en su lugar se absuelva a su prohijado. 

L A  R E P L I C A:

En su calidad de no recurrente la Fiscal presentó escrito por medio del cual solicitó la confirmación de la sentencia de primera instancia, para tal cosa, señaló que no se pueden tener en cuenta los testimonios de la defensa, en especial el de la madre del Procesado y del señor Leónidas, el primero de ellos porque la señora por sus condiciones físicas no era apta para contestar a las preguntas del interrogatorio, pues no veía el micrófono, no oía bien y solo era capaz de contestar cosas básicas como con quién vivía y quién la cuidaba; en cuanto al segundo testigo, el mismo es un amigo del señor JCRO y trabajaron juntos en el pasado vendiendo ropa, pero no es su vecino ni vive en el mismo barrio, por lo que no le consta que él deba cuidar a su madre todo el tiempo, que sea cierto que no la puede dejar sola un momento. 
Por otra parte, afirma que si en el último año, tal como lo dijo el encartado en su declaración, le dio la cuota alimentaria a su hija sacando para ello de la plata que su hermana enviara para los gastos del hogar y de su madre, entonces no se entiende por qué no siguió haciéndolo de tal manera. Igualmente, considera que él debe hacerle entender a su madre que ella necesita la atención de una persona experta en cuidar a personas enfermas y que requieren atención constante y no de un hombre, y que además él necesita tiempo para salir a trabajar para atender sus propios gastos. 
Es cierto que durante el trámite del proceso el señor RODRÍGUEZ ofreció una colaboración a la joven, pero la cifra ofrecida era muy poco para los años que tiene de no aportar nada. 
Por otra parte, afirmó que el comportamiento del Procesado es doloso desde todo punto de vista, ya que de parte de él siempre ha existido de un abandono hacia su descendiente, no solo desde el punto de vista económico, sino también en lo concerniente a lo afectivo, pues recuérdese que jamás han tenido contacto ni una relación padre-hija, y que incluso, de acuerdo a los dichos de la víctima, él trató de negarla y la rechazaba cuando ella iba a visitarlo, razón por la que jamás volvieron a su casa, y esa acompañamiento afectivo y social también hace parte de los alimentos debidos. 

Finalmente, insiste en que no se puede considerar que el encartado se encuentre inmerso en una causal de justificación de su incumplimiento, pues aunque nunca hubiese tenido un empleo estable estaba en la obligación de responder por su hija, y el hecho de que haya cumplido y no de manera total, con la cuota alimentaria que le debía dar a la denunciante hasta que ella alcanzó la mayoría de edad, ello no quiere decir que por eso ya cumplió con su obligación. 
P A R A   R E S O L V E R   S E   C O N S I D E R A:

- Competencia:

La Sala, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. y el articulo 176 ibídem, es competente para asumir el conocimiento del presente asunto, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de primera instancia proferida por un Juzgado Penal Municipal que integra uno de los Circuitos que hacen para de este Distrito Judicial.
Así mismo no se avizora irregularidad o mácula alguna que pueda viciar de nulidad la actuación procesal.
- Problema jurídico:

Del contenido de los argumentos expuestos por el recurrente en la sustentación del recurso de apelación, a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:
¿El acervo probatorio habido en el proceso cumplía a cabalidad con los requisitos exigidos por el artículo 381 del C.P.P para proferir una sentencia condenatoria en contra del procesado JCRO por incurrir en la presunta comisión del delito de Insistencia Alimentaria?
- Solución:
Para poder resolver el problema jurídico propuesto por el apelante, la Sala tendrá en cuenta que el delito de inasistencia alimentaria se caracteriza por tipificar una conducta omisiva de carácter permanente relacionado con el injustificado incumplimiento del deber legal que le asiste a una persona de suministrar alimentos hacia aquellas personas con las cuales está obligado, lo cual quiere decir que la ejecución de dicha conducta negativa se prolonga durante todo el tiempo en el que el sujeto agente siga aferrado al comportamiento omisivo, por lo que la consumación de tal actuar punible solo se vendría a materializar desde el momento en el que el sujeto agente asuma el cumplimiento de los deberes a los cuales estaba obligado, es decir, con el acatamiento del deber legal de suministrarle alimentos a las personas a las cuales estaba obligado por ministerio de Ley y tratándose de los derechos fundamentales del menor.

De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, está claro que dos puntos resultan fundamentales al momento de establecer la responsabilidad penal de un ciudadano dentro del delito de inasistencia alimentaria, y esto es, que el incumplimiento de la obligación se dé sin una justa causa y la capacidad del obligado para brindar la asistencia alimentaria en la medida y cantidad que se le exige, sin sacrificar con ello su propia mínima existencia.

En suma, se puede concluir para que se configure el delito de inasistencia alimentaria es necesario que se cumplan con los siguientes requisitos fundamentales:

1. Estado de necesidad del alimentario.

2. Capacidad económica del alimentante.

3. Vínculo jurídico entre el alimentante y el alimentario, tales como relaciones de consanguinidad, conyugales, parentesco, etc…

4. El incumplimiento injustificado por parte del alimentante de sus obligaciones alimentarias.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, como punto de partida tenemos que de un análisis del acervo probatorio habido en el presente asunto, se pudo decir que en el proceso ha quedado probado lo siguiente: 

· La joven Tatiana Rodríguez Correa es hija del señor JCRO y de la señora MARÍA DE LOS ÁNGELES CORREA, y en la actualidad cuenta con 23 años de edad.

· No existe dentro del proceso constancia de que la señora MARÍA DE LOS ÁNGELES CORREA y el encartado hayan tenido algún momento acuerdo o proceso de fijación de cuota alimentaria donde se precisara que aquel debía darle a ella una mensualidad de $120.000, para la hija que tienen en común. 
· Tanto la denunciante como el Procesado reconocen que este último, le dio la cuota alimentaria hasta que aquella cumplió la mayoría de edad. De igual forma, del contenido de lo dicho por el Procesado tanto en el juicio como en el momento en que absolvió interrogatorio de indiciado, se desprende que dejó de cumplir con sus obligaciones alimentarias debido a que pensó que a partir del momento en que su hija cumplió los 18 años de edad ya se había extinguido el cumplimiento de tal obligación, aunado a que desconocía que su prole estuviera cursando estudios universitarios.   
· De acuerdo a lo narrado por la víctima, el denunciado no le daba el dinero que por alimentos debía darle completos, sino que le daba menos, siendo lo del último año la suma de $90.000 mensuales. 
· La Fiscalía no acreditó que el enjuiciado tuviera un empleo fijo o establece, tampoco probó a cuánto ascienden los ingresos devengados mensualmente por él, situación que tampoco se demostró por parte de la defensa, que solo comunicó que JCRO los últimos años ha venido dedicado al cuidado de su madre y a la atención permanente y constante de esta, dada su avanzada edad y delicado estado de salud, y que unas parientes residentes en el extranjero eran las encargadas de enviarle periódicamente dineros para sufragar tales gastos. 
· En agosto del año 2013, la joven Tatiana citó ante la Comisaría de Familia de Dosquebradas a su progenitor, a fin de lograr conciliar y que él aceptara darle una cuota alimentaria por valor de $150.000 mensuales, teniendo en cuenta que ella estaba estudiando, sin embargo la misma fue declarada fallida por cuanto él no accedió a tal pretensión. 

· Se demostró que el señor JCRO no posee ningún bien de fortuna mueble o inmueble, ni se encuentra registrado como comerciante o cosa parecida en la Cámara de Comercio, y que en la actualidad, según las voces del artículo 3º de la ley 1.251 de 2.008, puede ser considerado como un adulto mayor
.  

A la luz de lo que antecede y teniendo en cuenta los reproches realizados por el Defensor a la decisión de la Jueza de primer nivel de declarar la responsabilidad criminal del  encausado JCRO, encuentra la Sala que si bien es cierto que en principio se puede entender que el procesado se ha sustraído a sus deberes alimentarios, también lo es que sus incumplimientos no han sido totales ni permanentes ni absolutos, ya que el Procesado cumplió con el pago de la cuota alimentaria para su hija hasta que ella cumplió la mayoría de edad, y que dejó de brindarle su apoyo económico a partir de ese momento, a pesar de que ella empezó en ese año sus estudios universitarios.  
Tal situación, nos enseña, que si bien es cierto que acorde con lo consignado en los artículos 422 C.C y 217 de la Ley 1098 de 2.006, la obligación de suministrar alimentos para los menores de edad fenece cuando el alimentario cumple  dieciocho años de edad. Pero, de igual forma, tal como lo adujo la A quo, por vía jurisprudencial, dicha obligación se puede extender hasta cuando el alimentario cumpla veinticinco años de edad, siempre y cuando esté adelantando estudios y como consecuencia de dicha actividad se encuentre imposibilitado de mantenerse o sostenerse.
Frente a lo anterior, la jurisprudencia ha dicho lo siguiente: 

“Conforme con el artículo 422 del Código Civil, la obligación alimentaria de los padres en principio rige para toda la vida del alimentario, siempre que permanezcan las circunstancias que dieron origen a su reclamo. Sin embargo, en su inciso segundo indica que los alimentos se deben hasta que el menor alcance la mayoría de edad, a menos que tenga un impedimento corporal o mental o se halle inhabilitado para subsistir de su trabajo. Dicha condición fue ampliada tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, de manera que se ha considerado que “se deben alimentos al hijo que estudia, aunque haya alcanzado la mayoría de edad, siempre que no exista prueba de que subsiste por sus propios medios”.

No obstante, con el fin de que no se entendiera la condición de estudiante como indefinida, analógicamente la jurisprudencia ha fijado como edad razonable para el aprendizaje de una profesión u oficio la de 25 años, teniendo en cuenta que la generalidad de las normas relativas a la sustitución de la pensión de vejez y las relacionadas con la seguridad social en general  han establecido que dicha edad es «el límite para que los hijos puedan acceder como beneficiarios a esos derechos pensionales, en el entendido de que ese es el plazo máximo posible para alegar la condición de estudiante»…..”
.
Acorde con lo anterior, en el proceso está demostrado que el Procesado, a partir del momento en el que su hija cumplió los 18 años dejó de acatar con la obligación que le asistía de suministrarle alimentos, a pesar de que dicha obligación aun persistía si se tiene en cuenta que la agraviada está adelantando estudios universitarios en la Universidad Tecnológica de Pereira (UTP) y no había superado el límite de los 25 años de edad. 
Pese a lo anterior, en este punto, resulta importante recordar, como ya se dijo en párrafos anteriores, que para la adecuación típica del delito de inasistencia alimentaria, no solo basta el incumplimiento de las obligaciones del sujeto agente de suministrar alimentos, sino que ese incumplimiento debe ser injustificado y que se acrediten las capacidades económicas del obligado a suministrar alimentos, por lo que es claro que en aquellos eventos en los cuales existan razones de hecho como de derecho que justifiquen dicho comportamiento omisivo o que se demuestre que estaba en imposibilidad de suministrar alimentos, es obvio que el mismo no puede ser catalogado como delictivo por ausencia de uno de los elementos que estructuran la tipicidad del reato de marras.  
Al aplicar todo lo anterior al caso en estudio, se tiene, con base en el escueto acervo probatorio allegado por el Ente Acusador, que en momento alguno pudo demostrar que la decisión del Procesado de no seguir pagando a la denunciante las cuotas alimentarias después de que ella cumplió la mayoría de edad, no sea justificada, y que él durante estos años haya tenido o tenga un empleo estable que le permita devengar por lo menos un salario mínimo con el cual pudiera garantizar la entrega de la suma mensual que su hija ha pretendido le suministre. 
Para poder demostrar la anterior afirmación, tenemos que la Fiscalía prácticamente soportó su teoría del caso en el testimonio absuelto por la denunciante, y en parte corroborado por lo atestado por la Sra. MARÍA DE LOS ÁNGELES CORREA, quien en su narración solamente da cuenta del comportamiento omisivo asumido por el Procesado para con ella, incumpliendo con sus obligaciones de suministrarle alimentos con posterioridad a que ella adquiriera la mayoría de edad, a pesar de que lo citó, una vez fue admitida e ingresó a estudiar en la Universidad Tecnológica de Pereira, para que conciliaran tal aspecto.
Pero es de anotar que la Fiscalía con las pruebas aducidas al proceso en ningún momento cumplió con la carga que le asistía de demostrar cual era la capacidad económica del alimentante, o que en su defecto ejerciera una actividad laboral que permitiera inferir tal situación, durante el período en el cual el Procesado ha incumplido con sus obligaciones alimentarias, el que, según el Ente Acusador y la denunciante estaría comprendido desde el mes de abril del año 2013 hasta la fecha. Lo cual se torna errado por ser contrario a la realidad procesal, ya que las pruebas demuestran que la joven TATIANA al momento de cumplir la mayoría de edad, esto es 10 de abril de 2013, no estaba estudiando en ninguna institución formal de educación, y que inició sus estudios en la UTP en el primer semestre del año 2014
, por lo que es obvio que durante ese lapso al Procesado no le asistía ningún tipo de obligación de suministrarle alimentos a su hija, en atención a que dicha obligación había fenecido a partir del momento en el que ella cumplió la mayoría de edad. Y si a ello le sumamos que la imputación se surtió el 15 de julio de 2015, ello quiere decir que a partir de esas calendas se debe entender que se estaba en presencia de un delito consumado, si se tiene en cuenta que con la formulación de la imputación se interrumpiría la prescripción
; a lo que se debe aunar que en los delitos de tracto sucesivo de manera ficta se entiende que su ejecución se interrumpiría a partir del momento de la presentación del escrito de acusación.
De otra parte, no puede desconocer la Sala que el Procesado le brindó alimentos a su hija hasta que esta alcanzó la mayoría de edad, y que no es posible predicar, como lo hizo la parte denunciante, que tales cumplimientos hayan sido incompletos, por cuanto en momento alguno se probó en cuánto y qué autoridad fue la reguló tal cuota. Y si a ello le adicionamos que el señor RODRÍGUEZ OLAYA prácticamente es un desempleado y que en los últimos años devenga su sustento y el de su madre de los dineros que le envían sus hermanas, en el último año una sola de ellas, quienes viven fuera del país, y que tal suma asciende a $600.000 mensuales, según sus propios dichos y los de la señora MELVA OLAYA JIMÉNEZ, tal situación nos estaría indicando que existen plausibles razones que justifican el por qué el Procesado haya podido incumplir con sus obligaciones alimentarias para con su hija, si se tiene en cuenta que la obligación que tiene el alimentante para proveer alimentos tiene como límite el consistente en que al cumplir con dicho compromiso no puede quedar expuesto a la indigencia, lo que le podría suceder al Procesado en caso de compartir con su hija, acorde con sus pretensiones económicas, los escasos dineros que otras personas le envían desde el extranjero, los cuales tienen por finalidad la manutención de su anciana madre.

En ese orden de ideas, para la Colegiatura no es clara la capacidad económica que ha tenido y tiene el alimentante durante los últimos años para dar la suma de dinero que se le está requiriendo como cuota alimentaria, la cual recordemos, según las exigencias de la quejosa, ascienden a la suma de $150.000 mensuales, pues no se puede decir sin dubitación alguna, como lo hizo la falladora de primera instancia, que él debe destinar una parte de lo que le gira su hermana para su sostenimiento y el de su anciana madre, para darle a la denunciante, sin que con ello se esté afectando su propia subsistencia y en especial la de doña MELVA OLAYA JIMÉNEZ, quien recordemos es una persona de la tercera edad con distintos problema de salud. 
Aunado a lo anterior, considera la Sala que dentro de este asunto también debe tenerse en cuenta si a partir del 10 de abril de 2013
, el incumplimiento en el que incurrió el Procesado en sus obligaciones alimentarias respecto de su hija puede ser considerado como delictivo. Para determinar tal cosa, debemos tener en cuenta que es de público conocimiento que los alimentos se le deben a los hijos hasta que estos cumplen la mayoría de edad, pues así fue regulado por los artículos 422 C.C y 217 de la Ley 1098 de 2.006, de tal suerte, acorde con la realidad procesal, se puede evidenciar que el aquí encartado actuó conforme a derecho hasta ese entonces, e incluso, se puede decir, que a partir del momento en el que su hija cumplió la mayoría de edad, había fenecido la obligación de proveerle alimentos, lo cual, en un principio amparaba y justificaba para que el Procesado actuara de la manera omisiva como se le reprocha tanto en la acusación como en el fallo opugnado, como el mismo lo admitió cuando absolvió interrogatorio de indiciado y testimonio en el juicio. 

Pero,  es de anotar, como bien se dijo en párrafos anteriores, que de manera excepcional la obligación alimentaria se puede extender hasta que el descendiente cumpla los 25 años de edad, siempre y cuando se encuentre estudiando en una institución de educación formal. Luego si la ampliación de la edad límite que tiene el alimentante de cumplir con la obligación de suministrarle alimentos al alimentario se ha dado como consecuencia de un desarrollo doctrinal y jurisprudencial que poco a poco fue calando en nuestro ordenamiento jurídico hasta convertirse, por decirlo de alguna manera, en una regla general, pero ello que no quiere decir que sea de público conocimiento que tal cosa es así ni que se presuma conocida por la gente del común como bien acontece con la ley, la cual se encuentra amparada por la presunción de su conocimiento por parte de la ciudadanía. 
De tal manera, se puede decir que la decisión del Procesado de no suministrarle más dinero a la denunciante a partir del momento en el que ella adquirió la mayoría de edad, lo hizo bajo la idea de que al haber cumplido la quejosa los 18 años de edad, él ya no estaba obligado a darle más dinero por concepto de cuota alimentaria, independientemente de si estaba o no estudiando, se encuentra bajo el amparo de la causal de exclusión de la responsabilidad criminal del error de prohibición consagrada en el # 11º del articulo 32 C.P. la cual justificaría el proceder omisivo del Procesado, quien, como consecuencia del desconocimiento que tenia de los lineamientos jurisprudenciales que prorrogaban hasta los 25 años de edad el deber que le asistía a los padres de suministrarle alimentos a los hijos que estén cursando estudios formales u universitarios, erradamente creyó que tal obligación había fenecido, tal como lo ordena la ley, o sea a partir del momento en el que el alimentario asume la mayoría de edad
. 
A lo anterior, se debe abonar frente al escenario de la invencibilidad del error, que el Procesado es una persona de 63 años de edad, que no tiene conocimientos en el campo jurídico y mucho menos respecto a lo vinculante de las decisiones de las distintas Salas de la Corte Suprema de Justicia
, y de la Máxima Guardiana Constitucional. Por lo que se puede decir que desconocía que el no brindarle alimentos a su hija mayor de edad, a pesar de que estuviera adelantando estudios universitarios, convertía en una contravención a las leyes penales.  
Por otra parte, y suponiendo que él se enteró de que sí era deber de los padres continuar brindando alimentos a sus hijos mientras estos se encuentren estudiando a pesar de que ya hayan alcanzado la mayoría de edad, con ocasión de la representación jurídica que buscó para la asistencia a la citación que ella le hiciera a la Comisaría de Familia de Dosquebradas, tampoco se puede decir que existieran los elementos del delito de inasistencia alimentaria para ese entonces, pues recuérdese que tal como se aprecia de lo allegado al expediente y como se mencionó párrafos atrás, la joven TATIANA en realidad empezó sus estudios universitarios en el primer semestre del año 2014, por ende, en agosto de 2013 el encartado tampoco estaba obligado por la normativa y la jurisprudencia civil a brindar alimentos a su hija.
Finalmente, observa la Sala que uno de los tópicos que más incidieron en la declaratoria del juicio de responsabilidad criminal endilgado en contra del Procesado, fue el mayor juicio de reproche que generó el incumplimiento de sus deberes morales hacía con su hija, si se tiene en cuenta que el procesado nunca le brindó amor o cariño a su hija, lo que generó un abominable distanciamiento entre padre e hija. Pero, a pesar de ser algo cierto e incuestionable el incumplimiento de los deberes morales que el Procesado tiene para con su hija, tal conducta omisiva no se adecua en el delito de inasistencia alimentaria, como de manera errada lo hizo parecer ver la A quo en el fallo confutado y lo adujo la Fiscalía en sus alegatos de no recurrente, como bien lo dijo la Corte en los siguientes términos:
“Sobre el particular, absolutamente ninguna razón asiste a la demandante en asumir que la “inasistencia moral” esté comprendida como conducta punible susceptible de reproche penal en términos del art. 233 del Estatuto represor, pues dicha figura en la modalidad sugerida dejó de ser delito desde la aprobación del Código Penal de 1980.

En efecto, basta simplemente recordar que fue en el art. 40 de la Ley 75 de 1968 que se penalizó a “Quien se sustraiga, sin justa causa, a las obligaciones legales de asistencia moral o alimentaria debidas…”, precepto introducido en el Capítulo IV del Título XIV de delitos contra la familia del Código Penal de 1936 y luego suprimido, de manera expresamente motivada en la redacción del mismo delito en el art. 263 del C.P. de 1980, bajo el entendido que la sanción penal para la inasistencia moral más que un remedio configuraba un nuevo motivo de distanciamiento familiar. Es decir, que hoy por hoy y hace más de tres décadas, este hecho punible sanciona a quien se sustraiga sin justa causa de satisfacer necesidades alimentarias estricta y exclusivamente materiales…”
.

Así las cosas, para la Colegiatura no es tan diáfano el cumplimiento de los requisitos para la existencia del delito de inasistencia alimentaria en el presente caso, y en consecuencia no se satisfacían los presupuestos exigidos por el articulo 381 C.P.P. para poder proferir un fallo de condena, pues como consecuencia de la escueta actividad probatoria realizada tanto por parte del Ente Acusador, no se demostró la capacidad económica del obligado a suministrar alimentos, quien es una persona que se encuentra desempleado y que subsiste gracias los dineros que unas parientes que residen en el extranjero le remiten periódicamente con la finalidad de manutener a su nonagenaria madre; a lo que se debe adicionar que el comportamiento omisivo asumido por el Procesado se encuentra amparado por la égida de la causal de exclusión de la responsabilidad criminal del error de prohibición.   
Con todo lo dicho hasta el momento, la Sala habrá de acoger los argumentos expuestos por el recurrente, y de tal suerte se revocará la decisión de proferida por el Juzgado A quo, y en su lugar se absolverá al señor JCRO, de los cargos que le fueran endilgados por el delito de inasistencia alimentaria. 
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo proferido el día 19 de abril de 2018 por parte del Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, en el cual se condenó al señor JCRO por incurrir en la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria, y en consecuencia se absolverá al Procesado de tales cargos.
SEGUNDO: DECLARAR que contra de la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentando dentro de las oportunidades de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� ARTÍCULO 3º: DEFINICIONES. Para la interpretación y aplicación de la presente ley, téngase en cuenta las siguientes definiciones: (:::) Adulto mayor. Es aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad o más.


� Corte Constitucional: Sentencia # T-854 del 24 de octubre de 2.012.    


� Ver certificado de estudios visible a folio 37 del cuaderno de pruebas.


� Articulo 292 C.P.P.


� Fecha en la cual la joven Tatiana Rodríguez Correa cumplió los 18 años, como se puede inferir de su registro civil de nacimiento visible a folio 35 del cuaderno de pruebas. 


� En el presente caso, la Colegiatura es de la opinión que nos encontramos en presencia de un error de prohibición directo, que prácticamente equivaldría a la ignorancia de la ley en el evento en el que el conocimiento de los precedentes jurisprudenciales deban ser asimilados a ella.  


� Como ejemplo de esto se puede ver la decisión de la CSJ, Sala de Casación Civil, en sentencia del 27 de noviembre de 1989 con ponencia del Dr. Rafael Romero Sierra, en la cual señaló sobre el tema que: "(...) no por el simple hecho de adquirir el hijo menor, estando en curso el proceso de separación de cuerpos de sus padres, la mayor edad, se le puede privar sin más de la condición de acreedor de los alimentos a que tenía derecho. Derecho éste que, como es apenas obvio, existirá hasta tanto no cesen las circunstancias que estructuran en todo evento la obligación de dar alimentos, cuales son, en esencia, la necesidad de que ellos tienen el alimentario y la capacidad en que esté el demandante de suministrarlos. (...) Si, como fluye del expediente, la mentada hija se halla aún adelantando estudios, el sólo hecho de alcanzar la mayor edad no le cercena, per se, el derecho que tiene a los alimentos que le impuso el Tribunal".


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del 30 de septiembre de 2.015. AP5642-2015. Rad. # 44857. M.P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO.
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